
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Expediente:     11001-3331-017-2008-00565-00 
Demandante:     HERNANDO ANTONIO LEYVA PAEZ 
Demandado:  NACIÓN – RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA 
  
PROCESO EJECUTIVO LABORAL                   Auto Int. 453 
 
 
Revisado el expediente, se encuentra que por auto del 25 de febrero de 2020 (cuaderno 
principal- archivo 9 del expediente digital) se decidió “CONCEDER en el efecto devolutivo el 
recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte ejecutada contra el auto de 
Auto No. 1291 del 12 de noviembre de 2019, para lo cual se dispone que por secretaría del 
despacho se envíe copia de la totalidad del expediente al Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, las cuales estarán a cargo de la parte apelante y deberán ser suministradas 
dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la presente providencia, en los 
términos del Artículo 323 del Código General del Proceso, para lo cual deberá consignar en el 
Banco Agrario de Colombia en la cuenta No. 3-0820-000636-6, so pena de ser declarado 
desierto el recurso”. 
 
Ahora bien, obra memorial del 05 de marzo de 2020 radicado por la Dra. María Claudia Díaz 
López, identificada con la Cédula de Ciudadanía 52.226.531 y portadora de la T.P. No. 173.081 
del C.S. de la J., obrante en el cuaderno principal- archivo 11 del expediente digital, en el cual 
señala que en su condición de apoderada la entidad ejecutada, solicita lo siguiente: 
 

“(…) en mi condición de apoderada de la Nación- Rama Judicial en el proceso de la 
referencia, me permito solicitarle, se de aplicación a lo dispuesto a lo dispuesto en el 
artículo 159 del C.G.P., disponiendo que el asunto de la referencia, estuvo interrumpido 
desde el 18 de febrero de 2020 hasta el dos (2) de marzo de 2020, por lo expuesto a 
continuación: 
 
(…) 
El 18 de febrero de 2020, fui internada en el HOSPITAL UNIVERSITARIO- FUNDFACIÓN 
SANTAFE y allí permanecí hasta el 19 de febrero en horas de la noche cuando fui dada de 
alta, pero con incapacidad por CATORCE (14) días que cobijaron del 18 de febrero 2020 
hasta el dos (2) de marzo de 2020 inclusive, lo anterior en virtud de un procedimiento 
quirúrgico practicado con carácter urgente, tal y como acredito con la copia de la 
incapacidad médica adjunta. 
(…) 
Así las cosas, estando frente a una situación de fuerza mayor, por una incapacidad médica 
certificada por una entidad médica reconocida, y que da cuenta de mis padecimientos 
urgentes y graves que me aquejaron por los citados días, solicito se me acceda a decretar la 
interrupción del proceso de la referencia en las fechas aludida. 
 
En virtud de lo anterior, la suscrita apoderada no conoció del auto del 25 de febrero de 
2020, notificado por estado del 26, sino hasta el tres (3) de marzo de 2020, fecha en la que 
me reintegre a mis labores. 
 
Por ende, en virtud de la suspensión que solicito, le agradezco se disponga que el término 
concedido en auto del 25 de febrero de 2020, solo empezó a correr a partir del 3 de marzo 
de 2020. 
 
Ahora, su señoría solicita que se cancele a órdenes del banco agrario cuenta No. 3-820-
000636-6, el valor de las copias de todo el expediente (lo cual suma más de $400.000.oo) 
FRENTO A ELLO, ME PERMITO PRESENTAR RECURSO DE REPOSICIÓN A FIN DE 
QUE SE REFORME SU DECISIÓN, ATENDIENDO QUE EL CENTRO DE SERVICIOS DE 
LOS JUZGADOS ADMINISTRATIVOS, NOS BRINDA EL SERVICIO DE COPIADO, 
ADEMÁS LA ENTIDAD NO CUENTA CONDINERO PARA CANCELAR DICHO RUBRO, 
PUES TAL Y COMO ACREFITO CON LOS OFICIOS ANEXOS, LAS CUENTAS DE LA 
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ENTIDAD ESTAN EMBARGADAS Y DIFICIMENTE PODEMOS CANCELAR 
MENSUALMENTE LA NÓMINA DE EMPLEADOS DE LA RAMA JUDICIAL. 
(…)” 

 
Ahora bien, sobre la posibilidad de interrumpir el proceso, el Artículo 159 de Código General 
del Proceso1 dispuso lo siguiente: 
 

 “Artículo 159. Causales de interrupción. El proceso o la actuación posterior a la sentencia se 
interrumpirá: 

      […] 
 

2. Por muerte, enfermedad grave o privación de la libertad del apoderado judicial de 

alguna de las partes […] 
 

La interrupción se producirá a partir del hecho que la origine, pero si este sucede estando el 

expediente al despacho, surtirá efectos a partir de la notificación de la providencia que se 

pronuncie seguidamente…”. (Subrayas fuera de texto) 

 

Revisado el expediente, se advierte que, el 24 de septiembre de 2019, el director ejecutivo de 
administración judicial le confirió poder a la abogada María Claudia Díaz López, identificada 
con la Cédula de Ciudadanía 52.226.531 y portadora de la T.P. No. 173.081 del C.S. de la J., 
profesional de la División de Procesos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, 
para que asumiera la representación y defensa de la entidad ejecutada en el proceso de la 
referencia (folios 924-926 del cuaderno principal- cuaderno 1-E del expediente digital). 
 
Sin embargo, el 13 de noviembre de 2019, la entidad ejecutada le confirió poder especial, 
amplio y suficiente al profesional Andrés Esteban García Martín, identificado con Cédula de 
Ciudadanía No. 1.033.712.767 y T.P. No. 223.904 del C.S. de la J., abogado de la División de 
Procesos de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, para que asumiera la 
representación y defensa en el presente proceso de la entidad ejecutada (folio 983 del cuaderno 
principal- cuaderno 1-E del expediente digital). Con este poder, se entiende revocado el 
otorgado anteriormente a la abogada María Claudia Díaz López. 
 
En efecto, el Artículo 76 del C.G.P. dispone, frente a la terminación del poder, lo siguiente: 

“ARTÍCULO 76. TERMINACIÓN DEL PODER. El poder termina con la 
radicación en secretaría del escrito en virtud del cual se revoque o se designe otro 
apoderado, a menos que el nuevo poder se hubiese otorgado para recursos o gestiones 
determinadas dentro del proceso. 

(…) 

Tampoco termina el poder por la cesación de las funciones de quien lo confirió como 
representante de una persona natural o jurídica, mientras no sea revocado por quien 
corresponda”. (Subrayas fuera de texto). 

Además de lo anterior, se encuentra que en el memorial del 05 de marzo de 2020 radicado por 
la abogada María Claudia Díaz López no fue allegado nuevo poder para actuar en nombre y 
representación de la entidad ejecutada -Rama Judicial-, ya que el mandato que le fue otorgado 
el 24 de septiembre de 2019 terminó una vez se le otorgó poder al abogado Andrés Esteban 
García Martín, conforme lo dispuesto en el Artículo 76 del C.G.P. 
 
En consecuencia, en el presente proceso quien figura como apoderado de la entidad ejecutada 
desde el 13 de noviembre de 2019 es Andrés Esteban García Martín, identificado con Cédula de 
Ciudadanía No. 1.033.712.767 y T.P. No. 223.904 del C.S. de la J., al cual no se la ha revocado el 
poder otorgado ni se ha radicado por parte de la entidad ejecutada un nuevo poder a un 

                                                             
1 En el artículo 296, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dispuso que en lo no 
regulado en el título correspondiente al proceso electoral se aplicarán las disposiciones del proceso ordinario, el cual a su vez, 
en el artículo 306, remite al Código de Procedimiento Civil, hoy Código General del Proceso, en lo que sea compatible con la 
naturaleza de los procesos que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 



Expediente:           11001-3331-017-2008-00565-00 
Demandante:        HERNANDO ANTONIO LEYVA PÁEZ 
Demandado:  NACIÓN- RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN- CONSEJO SUPERIOR 

DE LA JUDICATURA 
 
 
EJECUTIVO LABORAL 

 

3 

 

 

abogado diferente. Por ello, la solicitud de interrupción del proceso y el recurso de reposición 
frente al auto del 25 de febrero de 2020 radicado por la abogada María Claudia Díaz López 
deberá ser negado, pues no funge como apoderada de la Rama Judicial desde el 13 de 
noviembre de 2019 y, por ende, la situación de salud que refiere no afectó el presente proceso.  
 
Por lo tanto, como la decisión del auto de 25 de febrero de 2020, mediante el cual se concedió 
la apelación contra el auto que negó la nulidad de todo lo actuado, fue notificada el 26 de 
febrero de 2020 y los 5 días para suministrar las copias corrieron desde el 27 de febrero del año 
en curso, el plazo se cumplió el 04 de marzo del presente año.  
 

Así las cosas, como la parte ejecutada no aportó las copias necesarias dentro de los cinco días 
siguientes a la notificación del auto que concedió el recurso de apelación oportunamente 
interpuesto a efectos de dar trámite al mismo, se declarará desierto el recurso de conformidad 
con lo preceptuado por el Artículo 324 del Código General del proceso. 
 
Por otro lado, se ordenará que por secretaría se de cumplimiento a lo ordenado en el auto de 
sustanciación 1164 del 13 de agosto de 2019, numeral 2 (fls. 894-895 del cuaderno principal- 
cuaderno 1-E del expediente digital), referente a la remisión del expediente al contador de la 
Oficina de Apoyo de los juzgados administrativos para que realice la actualización del crédito 
según las especificaciones señaladas en esa providencia. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

1. Negar la solicitud de interrupción del proceso y el recurso de reposición radicado por la 
abogada María Claudia Díaz López, identificada con la Cédula de Ciudadanía 52.226.531 y 
portadora de la T.P. No. 173.081 del C.S. de la J., por las razones expuestas en la parte motiva 
de esta providencia. 

2. Declarar desierto el recurso de apelación oportunamente interpuesto por el apoderado de 
la parte ejecutada, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
3. Por secretaría, dese cumplimiento a lo ordenado en el Auto de Sustanciación 1164 del 13 de 
agosto de 2019, numeral 2 (fls. 894-895 del cuaderno principal- cuaderno 1-E del expediente 
digital), referente a la remisión del expediente al contador de la Oficina de Apoyo de los 
juzgados administrativos para que realice la actualización del crédito según las especificaciones 
señaladas en esa providencia. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LPGO 

 
 

 

11-09-2020 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.  
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente: 11001-3342-051-2018-00272-00 
Demandante: WILLIAM FERNANDO MANZANO SANDOVAL 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                        Auto. Sust. No.540  

 
Observa el despacho que el expediente de la referencia proviene de la Sección Segunda- 
Subsección "E” y “F" del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de conformidad con el 
Oficio No. SE-108 del 24 de enero de 2020 (archivo 18, pág. 14 expediente digital). 
 
Por otro lado, se evidencia la providencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 11 
de octubre de 2019 (archivo 18 págs. 3 a 10), que resolvió "(…) REVOCAR el auto proferido el 30 
de octubre de 2018, por el Juzgado Cincuenta y Uno (51) Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá, 
mediante el cual se rechazó la demanda, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia".  
 
De esa forma, este despacho procederá a obedecer y cumplir lo dispuesto por el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección "E", M.P. Patricia Victoria 
Manjarrés Bravo, en providencia del 11 de octubre de 2019. 
 
De conformidad con lo anterior, procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la 
demanda, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A., respecto del 
primer demandante, en atención a lo considerado por la citada corporación en el mentado 
auto, a través del cual señaló: "(…) se dispondrá la devolución del proceso al juzgado de origen para 
que se proceda a verificar si concurren los requisitos para la admisión de la demanda, respecto del señor 
William Fernando Manzano Sandoval(...)" (Archivo 18, pág. 9 expediente digital).  
 
Así las cosas, advierte el despacho que para admitir la demanda es necesario contar con la 
totalidad de los requisitos formales para acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa, 
previstos en la normatividad aplicable.  
 
Por lo anterior, al observar la demanda y sus anexos se advierte que la misma no cuenta con 
todos los requisitos que exige la Ley, por tanto, se ordenará lo siguiente: 
 
- Deberá inscribir en el Registro Nacional de Abogados una dirección de correo electrónico, 
dado que no aparece ninguna registrada, y allegar el poder otorgado en los términos dispuesto 
en el Artículo 5 del Decreto 806 de 2020, es decir, deberá indicar expresamente la dirección de 
correo electrónico que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
Así las cosas, se procederá conforme lo dispuesto en el Artículo 170 del C.P.A.C.A., y se 
inadmitirá la demanda, para que la parte actora subsane dentro del término legal el defecto 
señalado, so pena de rechazo.  
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección "E", M.P. Patricia Victoria Manjarrés Bravo, en 
providencia del 11 de octubre de 2019 (archivo 18 págs. 3 a 10). 

 
SEGUNDO.- INADMITIR la demanda presentada por el señor WILLIAM FERNANDO 
MANZANO SANDOVAL, identificado con C.C. 1.098.723.856, a través de apoderado judicial, 
en contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL, 
conforme lo anotado en precedencia.  
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TERCERO.- CONCEDER el término de diez (10) días a la parte actora, a partir de la 
notificación de este proveído, para que corrija los defectos señalados en la parte motiva so pena 
de rechazo, de conformidad con lo previsto por el Artículo 170 de la Ley 1437 de 2011. 
 
CUARTO.- En cumplimiento a lo ordenado en el inciso segundo del numeral tercero de la 
providencia del 11 de octubre de 2019, proferida por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección "E", M.P. Patricia Victoria Manjarrés Bravo, 
desglósense los documentos correspondientes al señor Edwin Ricardo Calixto Ruiz y por 
Secretaría, remítase la demanda, de manera electrónica, a la Oficina de Apoyo para los 
juzgados administrativos de Bogotá, para que se radique en forma independiente y separada, 
teniendo en cuenta la fecha de la presentación registrada a folios 26 (archivo 2, pág. 26 
expediente digital) y 452 (archivo 4, pág. 1 expediente digital). Anéxese copia de la citada 
providencia. 
 
QUINTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.    
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LF 

 

 
 
 
 
 
Correos electrónicos 
Demandante: 
Cheppecamilo012@hotmail.com  
abogado012camilo12@gmail.com 
willmanzano@hotmail.com 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

11-09-2020 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.  
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente: 11001-3342-051-2018-00295-00 
Demandante: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES 
Demandado: LUIS ENRIQUE FORERO SÁNCHEZ 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                        Auto. Sust.  No.541  

 
Observa el despacho que el expediente de la referencia proviene de la Sección Segunda- 
Subsección "E” y “F del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de conformidad con el 
Oficio No. SE-1994 del 10 de diciembre de 2019 (archivo 19, pág. 51 expediente digital).  
 
Por otro lado, se evidencia la providencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 27 
de septiembre de 2019 (archivo 19, págs. 37 a 43 expediente digital), que resolvió 
“(...)REVOCAR el auto de 22 de enero de 2019, proferido por el Juzgado (51) Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá, en virtud de la cual (sic) declaró el desistimiento tácito de la demanda y dio 
por terminado el proceso. En su lugar, el Juez de primera instancia deberá continuar con el trámite 
procesal".  
 
De esa forma, este despacho procederá a obedecer y cumplir lo dispuesto por el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección "E", M.P. Patricia Victoria 
Manjarrés Bravo, en providencia del 27 de septiembre de 2019. 
 
De conformidad con lo anterior, requiérase a la apoderada de la entidad demandante para que 
dentro del término de 10 días siguientes a la ejecutoria del citado auto, so pena de dar 
aplicación al Artículo 178 del C.P.A.C.A., aporte una nueva dirección a efectos de intentar 
nuevamente la notificación ordenada en el Auto Interlocutorio No. 1000 del 4 de septiembre de 
2018 (archivo 6, págs. 1 a 3 expediente digital), por medio del cual este estrado judicial, entre 
otras determinaciones, le ordenó notificar el auto admisorio de la demanda al señor Luis 
Enrique Forero Sánchez, identificado con C.C. No. 11.331.128 -demandado-. 
 
Por otro lado, se allegó poder general (archivo 22, págs. 2 y ss expediente digital) otorgado por 
la entidad demandante a la abogada ANGÉLICA MARGOTH COHEN MENDOZA, identificada 
con C.C. No. 32.709.957 y T.P. 102.786 del C. S. de la J. como representante legal de la empresa 
Paniagua & Cohen Abogados S.A.S., quien a su vez sustituye (archivo 22, pág. 1 expediente 
digital) a la abogada ANY ALEXANDRA BUSTILLO GONZÁLEZ, identificada con C.C. No. 
1.102.232.459 y T.P. No. 284.823 del C. S. de la J., las cuales por cumplir los requisitos de los 
Artículos 74 y 75 del Código General del Proceso, se les reconocerá personería adjetiva para 
actuar como apoderada general y sustituta respectivamente, para los efectos del poder y 
sustitución conferidos, respectivamente. 
 
Para finalizar, el despacho se abstendrá de emitir pronunciamiento frente a la renuncia 
presentada por la abogada ELSA MARGARITA ROJAS OSORIO, identificada con C.C. 
52.080.434 y T.P. 79.630 del C. S. de la J. (archivo 20 expediente digital), como quiera que a 
quien se le reconoció personería para actuar en representación de la Administradora  
Colombiana de Pensiones-COLPENSIONES era a la abogada SUSAN JOANA PÉREZ 
VERANO, identificada con C.C. 1.020.788.598 y T.P. 284.097 del C. S. de la J., conforme lo 
establecido en el Auto de Sustanciación No. 1964 del 30 de octubre de 2018 (archivo 10 
expediente digital). 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTAY UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA, D.C., 

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO.- OBEDÉZCASE Y CÚMPLASE lo dispuesto por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección "E", M.P. Patricia Victoria Manjarrés Bravo, en 
providencia del 27 de septiembre de 2019 (archivo 19, págs. 37 a 43 expediente digital). 
 



Expediente: 11001-3342-051-2018-00295-00 
Demandante: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES 
Demandado:                    LUIS ENRIQUE FORERO SÁNCHEZ 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LESIVIDAD                             
 
 

2 
 

SEGUNDO.- REQUIÉRASE a la apoderada de la entidad demandante para que dentro del 
término de 10 días siguientes a la ejecutoria del citado auto, so pena de dar aplicación al 
Artículo 178 del C.P.A.C.A., aporte una nueva dirección a efectos de intentar nuevamente la 
notificación ordenada en el Auto Interlocutorio No. 100o del 4 de septiembre de 2018 (archivo 
6, págs. 1 a 3 expediente digital), por medio del cual este estrado judicial, entre otras 
determinaciones, le ordenó notificar el auto admisorio de la demanda al señor Luis Enrique 
Forero Sánchez, identificado con C.c. No. 11.331.128 -demandado-. 
 
En todo caso, de contar con una dirección de correo electrónico, la entidad demandante podrá 
comunicarla a este juzgado para realizar la notificación personal al demandado de manera 
electrónica, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 8 del Decreto 806 de 2020. 
 
TERCERO.- RECONOCER personería a la abogada ANGÉLICA MARGOTH COHEN 
MENDOZA, identificada con C.C. No. 32.709.957 y T.P. 102.786 del C. S. de la J., como 
apoderada judicial de la entidad demandante, en los términos y para los fines del memorial 
poder general allegado (archivo 22, págs. 2 y ss expediente digital), así como a la abogada ANY 
ALEXANDRA BUSTILLO GONZÁLEZ, identificada con C.C. No. 1.102.232.459 y T.P. No. 
284.823 del C. S. de la J., en los términos y con los alcances de la sustitución al poder aportado 
(archivo 22, pág. 1 expediente digital). 
 
CUARTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.    
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LF 

 

 
 
 
 
Correos electrónicos 
andres.conciliatus@gmail.com 
sjpverano.conciliatus@gmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
 

Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

 
Expediente: 11001-3342-051-2018-00308-00 
Demandante: MATILDE NIETO CONTRERAS 
Demandado: DISTRITO CAPITAL-PERSONERÍA DE BOGOTÁ   
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                     Auto. Sust. No. 542   
 
Observa el despacho que en el expediente de la referencia obra la decisión adoptada el 18 de 
febrero de 2020 (fls. 361 y ss – archivo 35 expediente digital), por medio de la cual se profirió 
sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda, la cual fue notificada 
a las partes por estado. 
 
Por otro lado, se advierte el recurso de apelación (fls. 384 y ss – archivo 36 expediente digital) 
propuesto por la parte demandante, contra el aludido fallo. Por encontrarse conforme a lo 
ordenado por el numeral 1º del Artículo 247 de la Ley 1437 de 2011 y por tratarse de una 
decisión que niega las pretensiones, este despacho concederá el recurso de apelación de que 
trata el Artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
tal como será dispuesto ut infra. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.,  
 
 RESUELVE 
 
PRIMERO.- CONCEDER en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por la 
parte demandante contra la sentencia del 18 de febrero de 2020, ante el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca. 
 
SEGUNDO.- Ejecutoriada la presente providencia, remítase a la mayor brevedad el 
expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda, para lo de su 
competencia. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ojcb 

 

magdalombo3@hotmail.com 

matinietoc@hotmail.com 

williamanco@hotmail.com 

buzonjudicial@personeriadebogota.gov.co 

megalvisayala@hotmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 
 

Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 

 
Expediente: 11001-3342-051-2018-00342-00 
Demandante: JULIO ERNESTO VILLAMIL ARANGUREN 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL -EJÉRCITO NACIONAL    
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                     Auto. Sust. No. 543 
 
Observa el despacho que en el expediente de la referencia obra la decisión adoptada el 20 de 
febrero de 2020 (fls. 336 y ss – archivo 46 expediente digital), por medio de la cual se profirió 
sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de la demanda, la cual fue notificada 
a las partes por estado. 
 
Por otro lado, se advierte el recurso de apelación (fls. 350 y ss – archivo 47 expediente digital) 
propuesto por la parte demandante, contra el aludido fallo. Por encontrarse conforme a lo 
ordenado por el numeral 1º del Artículo 247 de la Ley 1437 de 2011 y por tratarse de una 
decisión que niega las pretensiones, este despacho concederá el recurso de apelación de que 
trata el Artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, 
tal como será dispuesto ut infra. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.,  
 
 RESUELVE 
 
PRIMERO.- CONCEDER en el efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto por la 
parte demandante contra la sentencia del 20 de febrero de 2020, ante el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca. 
 
SEGUNDO.- Ejecutoriada la presente providencia, remítase a la mayor brevedad el 
expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda, para lo de su 
competencia. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ojcb 

 

 

orlandorojasv15@gmail.com 

deisy.pena@mindefensa.gov.co 

notificaciones.bogota@mindefensa.gov.co 

davidink200@gmail.com  

elianapea22@yahoo.es  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.  
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente: 11001-3342-051-2020-00156-00 
Demandante: TATIANA ERMELINA ZAMORA RENGIFO 
Demandado: NACIÓN-RAMA JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                        Auto. Int. No. 454   

 
Procedería el despacho a resolver sobre la admisión del presente medio de control, de no ser 
porque se advierte la configuración de una causal de impedimento conforme las siguientes 
precisiones.  
 

ANTECEDENTES 
 

Observa el despacho que la presente demanda fue instaurada en ejercicio del medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho, por la señora TATIANA ERMELINA ZAMORA 
RENGIFO, identificada con C.C. 54.251.969, por intermedio de apoderado, en contra de la 
NACIÓN-RAMA JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de que se inaplique el Artículo 1 
del Decreto 383 de 2013 y se declare la nulidad de los actos administrativos mediante los cuales 
se negó a la demandante el reajuste de todas las prestaciones sociales teniendo en cuenta la 
bonificación judicial, contenida en el Artículo 1 de los Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 
2013. 
 

CONSIDERACIONES 
 
La Ley 1437 de 2011 estableció en el numerales 1 y 2 del Artículo 131 que “El juez administrativo 
en quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior deberá declararse impedido 
cuando advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al juez 
que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el 
conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite (…)” y “(…) Si el juez 
en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces administrativos, 
pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el 
impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto (…)”. 
 
Así las cosas, se advierte que las pretensiones de la demanda van encaminadas a la inclusión de 
la bonificación judicial como factor salarial para la liquidación de todas las prestaciones 
sociales, cuya fuente primaria deviene de la Ley 4ª de 1992, que facultó al Gobierno nacional 
para su creación mediante Decreto 384 del 6 de marzo de 2013, el cual dispuso: 
 

“ARTÍCULO 1. Créase para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial, una 
bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de 
Seguridad Social en Salud”. 

 
Por otra parte, se tiene que la misma prestación fue creada para los servidores judiciales de la 
Rama Judicial mediante Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, el cual prevé: 
 

“ARTÍCULO 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 
números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 
número 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 
judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la 
base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud”. 
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En ese orden de ideas, el derecho contenido en el citado acto administrativo de carácter 
general, respecto del cual gravita la demanda, fue creado para los jueces, además de beneficiar 
directamente los empleados de los despachos que también perciben dicha bonificación. 
 
Por lo anterior, la decisión del problema jurídico aquí planteado afecta directamente el interés 
particular de este funcionario, como quiera que se pretende la inclusión de la bonificación 
judicial como factor salarial para el pago de todas las prestaciones sociales, que respecto del 
mentado reconocimiento a la demandante se encuentran en igualdad de condiciones.  
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que este juez adelantó la reclamación sobre la inclusión de la 
bonificación judicial como factor salarial para todas las prestaciones (mismo propósito 
perseguido en la demanda) y presentó la demanda judicial pertinente con similares 
pretensiones, existe un interés directo y actual sobre las resultas de este tipo de casos.  
 
Es de resaltar que la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera 
consistente y pacífica, ha aceptado las razones expuestas por el suscrito funcionario en 
salvaguarda de la transparencia de la decisión judicial en todos los demás procesos objeto de 
impedimento, siendo importante destacar los pronunciamientos en ese mismo sentido 
adoptados en los autos del 09 de abril del 20181, M.P. Franklin Pérez Camargo, y del 16 de abril 
del mismo año2, M.P. Cerveleón Padilla Linares. 
 
Entonces, dado que al suscrito funcionario le asiste interés en el resultado del proceso como 
que la futura decisión tiene vocación de constituirse en precedente que puede aplicarse 
directamente a los jueces administrativos, se procederá a declarar el impedimento general para 
conocer del presente asunto por parte de los jueces de esta jurisdicción. 
 
Con fundamento en lo expuesto, y a fin de resguardar la imparcialidad en la administración de 
justicia, se ordenará la remisión del expediente a la Secretaría General del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, para que decida sobre el impedimento planteado, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 2º del Artículo 131 del C.P.A.C.A. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- DECLARAR el impedimento general por parte de los jueces de esta jurisdicción 
para conocer del asunto de la referencia, por las razones expuestas en la parte motiva del 
presente proveído. 
 
SEGUNDO.- REMITIR las presentes diligencias a la Secretaría General del Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, para que decida el presente impedimento.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LF 

 

                                       
1 Radicado No. 110013342020201700552 01 
2 Radicado No. 11001334205120170046501 
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Correos electrónicos 
Demandante: 
germancontrerashernandez10@yahoo.com.ar 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.  
 
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
 
Expediente: 11001-3342-051-2020-00163-00 
Demandante: JEIMMY CAROLINA PEDRAZA PEDRAZA 
Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                        Auto. Int. No. 455  

 
Sería del caso continuar con el trámite del medio de control de la referencia, de no ser porque 
se advierte la configuración de una causal de impedimento conforme las siguientes 
precisiones.  
 

ANTECEDENTES 
 

Observa el despacho que la presente demanda fue instaurada en ejercicio del medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho, por la señora JEIMMY CAROLINA PEDRAZA 
PEDRAZA, identificada con C.C. 53.104.072, por intermedio de apoderado, en contra de la 
NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, con el fin de que se inaplique el Artículo 1º 
del Decreto 382 de 2013 y se declare la nulidad de los actos administrativos mediante los 
cuales se negó a la demandante el reajuste de todas las prestaciones sociales teniendo en 
cuenta la bonificación judicial, contenida en el Artículo 1º del Decreto 382 del 6 de marzo de 
2013. 
 

CONSIDERACIONES 
 
La Ley 1437 de 2011 estableció en el numerales 1 y 2 del Artículo 131 que “El juez administrativo 
en quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior deberá declararse impedido 
cuando advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al juez 
que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el 
conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite (…)” y “(…) Si el 
juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a todos los jueces 
administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se fundamenta. De 
aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del asunto (…)”. 
 
Así las cosas, se advierte que las pretensiones de la demanda van encaminadas a la inclusión 
de la bonificación judicial como factor salarial para la liquidación de todas las prestaciones 
sociales, cuya fuente primaria deviene de la Ley 4ª de 1992, que facultó al Gobierno nacional 
para su creación mediante Decreto 382 del 6 de marzo de 2013, el cual dispuso: 
 

“ARTÍCULO 1o. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la Nación a 
quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el Decreto 53 de 1993, 
y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y 
constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”. 

 
Por otra parte, se tiene que la misma prestación fue creada para los servidores de la Rama 
Judicial mediante Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, el cual prevé: 
 

“ARTÍCULO 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 
números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto 
número 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 
judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para 



Expediente: 11001-3342-051-2020-00163-00 
Demandante: JEIMMY CAROLINA PEDRAZA PEDRAZA 
Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 

2 
 

la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud”. 

  
En ese orden de ideas, el derecho contenido en el citado acto administrativo de carácter 
general, respecto del cual gravita la demanda, fue creado también para los jueces, además de 
beneficiar directamente a los empleados de los despachos que también perciben dicha 
bonificación. 
 
Por lo anterior, la decisión del problema jurídico aquí planteado afecta directamente el interés 
particular de este funcionario, como quiera que se pretende la inclusión de la bonificación 
judicial como factor salarial para el pago de todas las prestaciones sociales, que respecto del 
mentado reconocimiento la demandante se encuentra en igualdad de condiciones.  
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que este juez adelantó la reclamación sobre la inclusión de 
la bonificación judicial como factor salarial para todas las prestaciones (mismo propósito 
perseguido en la demanda) y presentó la demanda judicial pertinente con similares 
pretensiones, existe un interés directo y actual sobre las resultas de este tipo de casos.  
 
Es de resaltar que la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca1, en un caso 
similar declaró fundado el impedimento presentado por los jueces administrativos de 
Girardot, en el que señaló lo siguiente:  
 

“Así las cosas, la Sala Plena aclara que, si bien en anteriores oportunidades en temas 
semejantes al presente se declararon infundados los impedimentos manifestados por 
los señores Jueces del Circuito Judicial de Girardot, en tanto la  Sección Segunda del H. 
Consejo de Estado, en el año 20162, había señalado que en los funcionarios de la Rama 
no existía interés directo o indirecto en las resultas del proceso, por cuanto el régimen 
salarial y prestacional de los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación y de la 
Rama Judicial, son sustancialmente diferentes, no es menos cierto que esta posición 
hoy no es vigente, toda vez que, la Sección Tercera del H. Consejo de Estado en 
providencia del doce (12) de julio de dos mil dieciocho (2018), aceptó el impedimento 
manifestado por los Consejeros de la Sección Segunda, quienes alegaron tener un 
interés directo en las resultas del proceso, bajo el argumento de que como el fin de los 
demandantes es la nulidad parcial del artículo 1º del Decreto 382 de 2013, modificado 
por el Decreto 22 de 2014, norma que creo una bonificación judicial constitutiva de 
factor salarial únicamente para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y 
Seguridad Social en Salud, dicha declaratoria tendría una afectación directa sobre el 
ingreso de liquidación al momento de calcular su pensión de vejez, máxime cuando los 
Magistrados de dicha Corporación han sido beneficiarios de una bonificación judicial 
durante su vida laboral (…)”. 

 
Entonces, dado que al suscrito funcionario le asiste interés en el resultado del proceso como 
que la futura decisión tiene vocación de constituirse en precedente que puede aplicarse 
directamente a los jueces administrativos, se procederá a declarar el impedimento general 
para conocer del presente asunto por parte de los jueces de esta jurisdicción.  
 
Con fundamento en lo expuesto, y a fin de resguardar la imparcialidad en la administración 
de justicia, se ordenará la remisión del expediente a la Secretaría General del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, para que decida sobre el impedimento planteado, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 2º del Artículo 131 del C.P.A.C.A. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- DECLARAR el impedimento general por parte de los jueces de esta 
jurisdicción para conocer del asunto de la referencia, por las razones expuestas en la parte 
motiva del presente proveído. 
 

                                       
1 Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Sala Plena-magistrado ponente: dr. Samuel José Ramírez Poveda-, 
providencia del cuatro (4) de marzo de dos mil diecinueve (2019), expediente No: 25-307-31-00-000-2018-00318-01. 
2 Expediente No. 05001-23-33-000-2015-00064-01(1235-15). Demandante: Olga Luz Arrubla de Montoya; Demandado: 
Fiscalía General de la Nación. Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNANDEZ. 
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SEGUNDO.- REMITIR las presentes diligencias a la Secretaría General del Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, para que decida el presente impedimento.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
oc 

 

 

     
 
Correos electrónicos 
Demandante: 
abogadopalacios182012@gmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

  
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente:      11001-3342-051-2020-00167-00 
Accionante:  FREDY FERNANDO HOYOS SUÁREZ  
Accionado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFESA NACIONAL-EJÉRCITO NACIONAL Y CAJA 

DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES-CREMIL 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                                              Auto Int. No. 456 

 
Encontrándose el proceso para proveer sobre la admisión de la demanda, el despacho advierte 
que el señor FREDY FERNANDO HOYOS SUÁREZ, identificado con C.C. 79.837.593, presentó el 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, a través de apoderado judicial, a fin 
de que se declare la nulidad de los actos administrativos a través de los cuales se negó la 
reliquidación de su salario base con el que se liquidaron los factores salariales que sirvieron de 
base para la liquidación de su asignación de retiro. 
 
Sobre el particular, es menester indicar que tanto en el escrito de demanda (archivo 3, pág. 2 
expediente digital) como en la certificación que obra dentro de los anexos de la demanda (archivo 
3, pág. 14 expediente digital), se establece que el último lugar donde prestó sus servicios el señor 
FREDY FERNANDO HOYOS SUÁREZ fue en la ciudad de Popayán - Cauca. 
 
Por lo anterior, se advierte que, en materia de competencia por factor territorial, el numeral 3 del 
Artículo 156 de la Ley 1437 de 2011 estableció que “los asuntos de nulidad y restablecimiento del 
derecho de carácter laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 
servicios”. 
 
De esa manera, este despacho carece de competencia por razón del territorio para conocer del 
presente asunto, toda vez que la competencia se determina por el último lugar donde se prestó o 
debió prestarse el servicio y, como quiera que el último lugar donde trabajó el señor FREDY 
FERNANDO HOYOS SUÁREZ fue en la ciudad de Popayán - Cauca, esto quiere decir que le 
corresponde a los juzgados administrativos de dicho circuito judicial conocer de la presente 
acción. 
 
Por consiguiente, este proveído dispondrá la remisión del proceso a la Oficina de Reparto de los 
juzgados administrativos del circuito de Popayán - Cauca, de conformidad con el numeral 10 del 
Artículo 1° del Acuerdo N° PSAA06-3321 del 9 de febrero de 2006, expedido por el Consejo 
Superior de la Judicatura. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., administrando justicia en nombre de la República 
y por autoridad de la Ley, 

 
R E S U E L V E 

 
Por Secretaría, REMITIR por competencia el proceso de la referencia a la Oficina de Reparto de 
los juzgados administrativos el circuito judicial de Popayán - Cauca, para lo de su cargo, previa 
cancelación de su radicación en los Sistemas de Registro, conforme lo expuesto en la parte motiva 
de este proveído.   
  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LF 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.  
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020).  
 
Expediente: 11001-3342-051-2020-00169-00 
Demandante: JUAN CARLOS CERÓN DIAZ 
Demandado: NACIÓN-RAMA JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                        Auto. Int. No.  457 

 
Procedería el despacho a resolver sobre la admisión del presente medio de control, de no ser 
porque se advierte la configuración de una causal de impedimento conforme las siguientes 
precisiones.  
 

ANTECEDENTES 
 

Observa el despacho que la presente demanda fue instaurada en ejercicio del medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho, por el señor JUAN CARLOS CERÓN DIAZ, 
identificado con C.C. 73.111.488, por intermedio de apoderada, en contra de la NACIÓN-RAMA 
JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de que se inaplique el Artículo 1 del Decreto 383 de 
2013 y se declare la nulidad de los actos administrativos mediante los cuales se negó a la 
demandante el reajuste de todas las prestaciones sociales teniendo en cuenta la bonificación 
judicial, contenida en el Artículo 1 del Decreto 383 del 6 de marzo de 2013. 
 

CONSIDERACIONES 
 
La Ley 1437 de 2011 estableció en el numerales 1 y 2 del Artículo 131 que “El juez administrativo en 
quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando 
advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al juez que le siga 
en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; 
si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite (…)” y “(…) Si el juez en quien concurra la causal 
de impedimento estima que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior 
expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez 
para el conocimiento del asunto (…)”. 
 
Así las cosas, se advierte que las pretensiones de la demanda van encaminadas a la inclusión de 
la bonificación judicial como factor salarial para la liquidación de todas las prestaciones sociales, 
cuya fuente primaria deviene de la Ley 4ª de 1992, que facultó al Gobierno nacional para su 
creación mediante Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, el cual dispuso: 
 

“ARTÍCULO 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos números 
57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto número 874 
de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual 
se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud”. 

 
En ese orden de ideas, el derecho contenido en el citado acto administrativo de carácter general, 
respecto del cual gravita la demanda, fue creado para los jueces, además de beneficiar 
directamente los empleados de los despachos que también perciben dicha bonificación. 
 
Por lo anterior, la decisión del problema jurídico aquí planteado afecta directamente el interés 
particular de este funcionario, como quiera que se pretende la inclusión de la bonificación 
judicial como factor salarial para el pago de todas las prestaciones sociales, que respecto del 
mentado reconocimiento a la demandante se encuentran en igualdad de condiciones.  
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Así las cosas, teniendo en cuenta que este juez adelantó la reclamación sobre la inclusión de la 
bonificación judicial como factor salarial para todas las prestaciones (mismo propósito 
perseguido en la demanda) y presentó la demanda judicial pertinente con similares pretensiones, 
existe un interés directo y actual sobre las resultas de este tipo de casos.  
 
Es de resaltar que la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera 
consistente y pacífica, ha aceptado las razones expuestas por el suscrito funcionario en  
salvaguarda de la transparencia de la decisión judicial en todos los demás procesos objeto de 
impedimento, siendo importante destacar los pronunciamientos en ese mismo sentido 
adoptados en los autos del 09 de abril del 20181, M.P. Franklin Pérez Camargo, y del 16 de abril 
del mismo año2, M.P. Cerveleón Padilla Linares. 
 
Entonces, dado que al suscrito funcionario le asiste interés en el resultado del proceso como que 
la futura decisión tiene vocación de constituirse en precedente que puede aplicarse directamente 
a los jueces administrativos, se procederá a declarar el impedimento general para conocer del 
presente asunto por parte de los jueces de esta jurisdicción. 
 
Con fundamento en lo expuesto, y a fin de resguardar la imparcialidad en la administración de 
justicia, se ordenará la remisión del expediente a la Secretaría General del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, para que decida sobre el impedimento planteado, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 2º del Artículo 131 del C.P.A.C.A. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- DECLARAR el impedimento general por parte de los jueces de esta jurisdicción 
para conocer del asunto de la referencia, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
proveído. 
 
SEGUNDO.- REMITIR las presentes diligencias a la Secretaría General del Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, para que decida el presente impedimento.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
oc 

     
 
Correos electrónicos 
Demandante: 
lomapara@hotmail.es 
gayav8@gmail.com 

                                       
1 Radicado No. 110013342020201700552 01 
2 Radicado No. 11001334205120170046501 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

   
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente: 11001-3342-051-2020-00175-00 
Demandante:     PILAR ANGÉLICA HERNÁNDEZ CANTOR 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                                       Auto. Sust. No. 544      

 
Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con lo 
dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A. 
 
No obstante, advierte el despacho que para admitir la demanda es necesario contar con la 
totalidad de los requisitos formales para acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa, 
previstos en la normatividad aplicable.  
 
Por lo anterior, al observar la demanda y sus anexos se advierte que la misma no cuenta con 
todos los requisitos que exige la Ley, por tanto, se ordenará lo siguiente: 
 
- Deberá acreditar el envío, por medio electrónico, de la copia de la demanda con sus anexos a 
los entes demandados, Procuraduría General de la Nación y Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado. Lo anterior, de conformidad con la exigencia prevista en el Artículo 6 
(inciso 4) del Decreto 806 de 2020. 
 
Así las cosas, se procederá conforme lo dispuesto en el Artículo 170 del C.P.A.C.A., y se 
inadmitirá la demanda, para que la parte actora subsane dentro del término legal el defecto 
señalado, so pena de rechazo.  
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- INADMITIR la demanda presentada por la señora PILAR ANGÉLICA 
HERNÁNDEZ CANTOR, identificada con C.C. 52.774.302, a través de apoderada judicial, en 
contra de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme lo anotado en precedencia. 
 
SEGUNDO.- CONCEDER el término de diez (10) días a la parte actora, a partir de la 
notificación de este proveído, para que corrija los defectos señalados en la parte motiva so pena 
de rechazo, de conformidad con lo previsto por el Artículo 170 de la Ley 1437 de 2011. 
 
TERCERO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LF 

mailto:jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C. 

   
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente: 11001-3342-051-2020-00182-00 
Demandante:     MARLENE TORRES MONROY 
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                                         Auto. Sust. No. 545      

 
Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con lo 
dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A. 
 
No obstante, advierte el despacho que para admitir la demanda es necesario contar con la 
totalidad de los requisitos formales para acudir a la jurisdicción contenciosa administrativa, 
previstos en la normatividad aplicable.  
 
Por lo anterior, al observar la demanda y sus anexos se advierte que la misma no cuenta con 
todos los requisitos que exige la Ley, por tanto, se ordenará lo siguiente: 
 
- Deberá acreditar el envío, por medio electrónico, de la copia de la demanda con sus anexos a 
los entes demandados, Procuraduría General de la Nación y Agencia Nacional de Defensa 
Jurídica del Estado. Lo anterior, de conformidad con la exigencia prevista en el Artículo 6 
(inciso 4) del Decreto 806 de 2020. 
 
Así las cosas, se procederá conforme lo dispuesto en el Artículo 170 del C.P.A.C.A., y se 
inadmitirá la demanda, para que la parte actora subsane dentro del término legal el defecto 
señalado, so pena de rechazo.  
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- INADMITIR la demanda presentada por la señora MARLENE TORRES 
MONROY, identificada con C.C. 39.796.684, a través de apoderada judicial, en contra de la 
NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme lo anotado en precedencia. 
 
SEGUNDO.- CONCEDER el término de diez (10) días a la parte actora, a partir de la 
notificación de este proveído, para que corrija los defectos señalados en la parte motiva so pena 
de rechazo, de conformidad con lo previsto por el Artículo 170 de la Ley 1437 de 2011. 
 
TERCERO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LF 

mailto:jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.  
 
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente: 11001-3342-051-2020-00187-00 
Demandante: PEDRO NÉSTOR LEÓN PACHÓN 
Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                     Auto. Int. No. 458  

 
Sería del caso continuar con el trámite del medio de control de la referencia, de no ser 
porque se advierte la configuración de una causal de impedimento conforme las siguientes 
precisiones.  
 

ANTECEDENTES 
 

Observa el despacho que la presente demanda fue instaurada en ejercicio del medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho, por el señor PEDRO NÉSTOR LEÓN 
PACHÓN, identificado con C.C. 11.375.607, por intermedio de apoderado, en contra de la 
NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, con el fin de que se inaplique el Artículo 4º 
del Decreto 382 de 2013 y se declare la nulidad de los actos administrativos mediante los 
cuales se negó al demandante el reajuste de todas las prestaciones sociales teniendo en 
cuenta la bonificación judicial, contenida en el Artículo 1º del Decreto 382 del 6 de marzo de 
2013. 
 

CONSIDERACIONES 
 
La Ley 1437 de 2011 estableció en el numerales 1 y 2 del Artículo 131 que “El juez 
administrativo en quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior deberá 
declararse impedido cuando advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en 
escrito dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de 
aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para que aquel continúe con el 
trámite (…)” y “(…) Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima que comprende a 
todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior expresando los hechos en que se 
fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez para el conocimiento del 
asunto (…)”. 
 
Así las cosas, se advierte que las pretensiones de la demanda van encaminadas a la inclusión 
de la bonificación judicial como factor salarial para la liquidación de todas las prestaciones 
sociales, cuya fuente primaria deviene de la Ley 4ª de 1992, que facultó al Gobierno nacional 
para su creación mediante Decreto 382 del 6 de marzo de 2013, el cual dispuso: 
 

“ARTÍCULO 1o. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la Nación a 
quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en el Decreto 53 de 1993, 
y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 y por las disposiciones que lo 
modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente 
y constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de 
Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”. 

 
Por otra parte, se tiene que la misma prestación fue creada para los servidores de la Rama 
Judicial mediante Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, el cual prevé: 
 

“ARTÍCULO 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los 
Decretos números 57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por 
el Decreto número 874 de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una 
bonificación judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente 



Expediente: 11001-3342-051-2020-00187-00 
Demandante: PEDRO NÉSTOR LEÓN PACHÓN 
Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
 

2 
 

factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema 
General de Seguridad Social en Salud”. 

 
En ese orden de ideas, el derecho contenido en el citado acto administrativo de carácter 
general, respecto del cual gravita la demanda, fue creado también para los jueces, además de 
beneficiar directamente a los empleados de los despachos que también perciben dicha 
bonificación. 
 
Por lo anterior, la decisión del problema jurídico aquí planteado afecta directamente el 
interés particular de este funcionario, como quiera que se pretende la inclusión de la 
bonificación judicial como factor salarial para el pago de todas las prestaciones sociales, que 
respecto del mentado reconocimiento el demandante se encuentra en igualdad de 
condiciones.  
 
Así las cosas, teniendo en cuenta que este juez adelantó la reclamación sobre la inclusión de 
la bonificación judicial como factor salarial para todas las prestaciones (mismo propósito 
perseguido en la demanda) y presentó la demanda judicial pertinente con similares 
pretensiones, existe un interés directo y actual sobre las resultas de este tipo de casos.  
 
Es de resaltar que la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca1, en un caso 
similar declaró fundado el impedimento presentado por los jueces administrativos de 
Girardot, en el que señaló lo siguiente:  
 

“Así las cosas, la Sala Plena aclara que, si bien en anteriores oportunidades en temas 
semejantes al presente se declararon infundados los impedimentos manifestados por 
los señores Jueces del Circuito Judicial de Girardot, en tanto la  Sección Segunda del 
H. Consejo de Estado, en el año 20162, había señalado que en los funcionarios de la 
Rama no existía interés directo o indirecto en las resultas del proceso, por cuanto el 
régimen salarial y prestacional de los funcionarios de la Fiscalía General de la Nación 
y de la Rama Judicial, son sustancialmente diferentes, no es menos cierto que esta 
posición hoy no es vigente, toda vez que, la Sección Tercera del H. Consejo de Estado 
en providencia del doce (12) de julio de dos mil dieciocho (2018), aceptó el 
impedimento manifestado por los Consejeros de la Sección Segunda, quienes alegaron 
tener un interés directo en las resultas del proceso, bajo el argumento de que como el 
fin de los demandantes es la nulidad parcial del artículo 1º del Decreto 382 de 2013, 
modificado por el Decreto 22 de 2014, norma que creo una bonificación judicial 
constitutiva de factor salarial únicamente para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y Seguridad Social en Salud, dicha declaratoria tendría una 
afectación directa sobre el ingreso de liquidación al momento de calcular su pensión 
de vejez, máxime cuando los Magistrados de dicha Corporación han sido beneficiarios 
de una bonificación judicial durante su vida laboral (…)”. 

 
Entonces, dado que al suscrito funcionario le asiste interés en el resultado del proceso como 
que la futura decisión tiene vocación de constituirse en precedente que puede aplicarse 
directamente a los jueces administrativos, se procederá a declarar el impedimento general 
para conocer del presente asunto por parte de los jueces de esta jurisdicción.  
 
Con fundamento en lo expuesto, y a fin de resguardar la imparcialidad en la administración 
de justicia, se ordenará la remisión del expediente a la Secretaría General del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, para que decida sobre el impedimento planteado, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 2º del Artículo 131 del C.P.A.C.A. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- DECLARAR el impedimento general por parte de los jueces de esta 
jurisdicción para conocer del asunto de la referencia, por las razones expuestas en la parte 
motiva del presente proveído. 

                                       
1 Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Sala Plena-magistrado ponente: dr. Samuel José Ramírez Poveda-, 
providencia del cuatro (4) de marzo de dos mil diecinueve (2019), expediente No: 25-307-31-00-000-2018-00318-01. 
2 Expediente No. 05001-23-33-000-2015-00064-01(1235-15). Demandante: Olga Luz Arrubla de Montoya; Demandado: 
Fiscalía General de la Nación. Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNANDEZ. 
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SEGUNDO.- REMITIR las presentes diligencias a la Secretaría General del Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, para que decida el presente impedimento.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
LF 

 

 

     
 
Correos electrónicos 
Demandante: 
fabian655@hotmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

 DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C.  
 
Bogotá, D.C., diez (10) de septiembre de dos mil veinte (2020). 
 
Expediente: 11001-3342-051-2020-00188-00 
Demandante: EMILFA INDIRA OREJUELA CHAVERRA 
Demandado: NACIÓN-RAMA JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-

DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                        Auto. Int. No. 459  

 
Procedería el despacho a resolver sobre la admisión del presente medio de control, de no ser 
porque se advierte la configuración de una causal de impedimento conforme las siguientes 
precisiones.  
 

ANTECEDENTES 
 

Observa el despacho que la presente demanda fue instaurada en ejercicio del medio de control 
de nulidad y restablecimiento del derecho, por la señora EMILFA INDIRA OREJUELA 
CHAVERRA, identificada con C.C. 1.020.766.463, por intermedio de apoderado, en contra de la 
NACIÓN-RAMA JUDICIAL-CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA-DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de que se inaplique el Artículo 1 
del Decreto 383 de 2013 y se declare la nulidad de los actos administrativos mediante los cuales 
se negó a la demandante el reajuste de todas las prestaciones sociales teniendo en cuenta la 
bonificación judicial, contenida en el Artículo 1 del Decreto 383 del 6 de marzo de 2013. 
 

CONSIDERACIONES 
 
La Ley 1437 de 2011 estableció en el numerales 1 y 2 del Artículo 131 que “El juez administrativo en 
quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando 
advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al juez que le siga 
en turno para que resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; 
si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite (…)” y “(…) Si el juez en quien concurra la causal 
de impedimento estima que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el expediente al superior 
expresando los hechos en que se fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará conjuez 
para el conocimiento del asunto (…)”. 
 
Así las cosas, se advierte que las pretensiones de la demanda van encaminadas a la inclusión de 
la bonificación judicial como factor salarial para la liquidación de todas las prestaciones sociales, 
cuya fuente primaria deviene de la Ley 4ª de 1992, que facultó al Gobierno nacional para su 
creación mediante Decreto 383 del 6 de marzo de 2013, el cual dispuso: 
 

“ARTÍCULO 1o. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos números 
57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el Decreto número 874 
de 2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual 
se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en 
Salud”. 

 
En ese orden de ideas, el derecho contenido en el citado acto administrativo de carácter general, 
respecto del cual gravita la demanda, fue creado para los jueces, además de beneficiar 
directamente los empleados de los despachos que también perciben dicha bonificación. 
 
Por lo anterior, la decisión del problema jurídico aquí planteado afecta directamente el interés 
particular de este funcionario, como quiera que se pretende la inclusión de la bonificación 
judicial como factor salarial para el pago de todas las prestaciones sociales, que respecto del 
mentado reconocimiento a la demandante se encuentran en igualdad de condiciones.  
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Así las cosas, teniendo en cuenta que este juez adelantó la reclamación sobre la inclusión de la 
bonificación judicial como factor salarial para todas las prestaciones (mismo propósito 
perseguido en la demanda) y presentó la demanda judicial pertinente con similares pretensiones, 
existe un interés directo y actual sobre las resultas de este tipo de casos.  
 
Es de resaltar que la Sala Plena del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de manera 
consistente y pacífica, ha aceptado las razones expuestas por el suscrito funcionario en  
salvaguarda de la transparencia de la decisión judicial en todos los demás procesos objeto de 
impedimento, siendo importante destacar los pronunciamientos en ese mismo sentido 
adoptados en los autos del 09 de abril del 20181, M.P. Franklin Pérez Camargo, y del 16 de abril 
del mismo año2, M.P. Cerveleón Padilla Linares. 
 
Entonces, dado que al suscrito funcionario le asiste interés en el resultado del proceso como que 
la futura decisión tiene vocación de constituirse en precedente que puede aplicarse directamente 
a los jueces administrativos, se procederá a declarar el impedimento general para conocer del 
presente asunto por parte de los jueces de esta jurisdicción. 
 
Con fundamento en lo expuesto, y a fin de resguardar la imparcialidad en la administración de 
justicia, se ordenará la remisión del expediente a la Secretaría General del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, para que decida sobre el impedimento planteado, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 2º del Artículo 131 del C.P.A.C.A. 
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D.C., 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- DECLARAR el impedimento general por parte de los jueces de esta jurisdicción 
para conocer del asunto de la referencia, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
proveído. 
 
SEGUNDO.- REMITIR las presentes diligencias a la Secretaría General del Tribunal 
Contencioso Administrativo de Cundinamarca, para que decida el presente impedimento.  
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
oc 

     
Correos electrónicos 
Demandante: 
emiorejuela21@gmail.com 
danielsancheztorres@gmail.com  
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